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Licda.
Silvia Navarro Romanini 

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

Estimada señora: 
En el oficio n.° 7303-15 de la Secretaria General de la Corte, con fecha 13 de julio de 2015, se me puso en conocimiento el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 63-15 celebrada el 9 de julio del año en curso (artículo XCI), para los fines consiguientes. En la referida sesión se acordó: Trasladarla a la Dirección Jurídica, para que emita criterio en el sentido de si legalmente es posible acceder a lo que solicita. Al respecto me permito hacer las siguientes consideraciones: 
A. De la gestión: 

El pasado 1 de julio, el señor Mora Montero solicitó al Consejo Superior:
Basado en que posiblemente algunos funcionarios del Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José realizan el cobro irregular de sus salarios por horas no laboradas y con su conocimiento, pues asisten a sus oficinas de trabajo en tiempo posterior a su hora de entrada, siendo esta en algunas ocasiones  lo largo del día de trabajo, por lo cual realizo una investigación profunda, con la documentación solicitada, y sustentada en ella, realizaré las denuncias de forma individual contra cada uno de aquellos funcionarios, lo anterior ante las instancias Administrativas e instancias Judiciales correspondientes, y demás, es por tal razón solicito se me facilite el expediente Administrativo, médico y todo aquel documento desde febrero 2014, hasta enero 2015, en referencia a vacaciones, permisos, incapacidades y demás para que los funcionarios se pueda ausentar parcial, o total de sus lugares de trabajo, con goce del salario lo anterior de los siguientes funcionarios:

[…]

Asimismo solicitó:

COPIA DE LA BITÁCORA DE ENTRADA Y SALIDA DE LOS VEHÍCULOS CORRESPONDIENTE A LOS FUNCIONARIOS QUE LABORAN EN EL CITADO JUZGADO, LO ANTERIOR DEL PERIODO ENERO 2014 A NOVIEMBRE 2014.
B. Presupuestos normativos:
B.1. Constitución Política:

· Artículo 24:
Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones.

Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier tipo de los habitantes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y reforma requerirá los votos de dos tercios de los diputados de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea absolutamente indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento. 

[…]

· Artículo 30:
Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público. 

Quedan a salvo los secretos de Estado. 

B.2. Ley n.° 8968, Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales:
· Artículo 9:

Categorías particulares de los datos
Además de las reglas generales establecidas en esta ley, para el tratamiento de los datos personales, las categorías particulares de los datos que se mencionarán, se regirán por las siguientes disposiciones:
 1.- Datos sensibles

Ninguna persona estará obligada a suministrar datos sensibles. Se prohíbe el tratamiento de datos de carácter personal que revelen el origen racial o étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, espirituales o filosóficas, así como los relativos a la salud, la vida y la orientación sexual, entre otros.

Esta prohibición no se aplicará cuando:

a) El tratamiento de los datos sea necesario para salvaguardar el interés vital del interesado o de otra persona, en el supuesto de que la persona interesada esté física o jurídicamente incapacitada para dar su consentimiento.

b) El tratamiento de los datos sea efectuado en el curso de sus actividades legítimas y con las debidas garantías por una fundación, una asociación o cualquier otro organismo, cuya finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, siempre que se refiera exclusivamente a sus miembros o a las personas que mantengan contactos regulares con la fundación, la asociación o el organismo, por razón de su finalidad y con tal de que los datos no se comuniquen a terceros sin el consentimiento de las personas interesadas. 

c) El tratamiento se refiera a datos que la persona interesada haya hecho públicos voluntariamente o sean necesarios para el reconocimiento, el ejercicio o la defensa de un derecho en un procedimiento judicial. 

d) El tratamiento de los datos resulte necesario para la prevención o para el diagnóstico médico, la prestación de asistencia sanitaria o tratamientos médicos, o la gestión de servicios sanitarios, siempre que dicho tratamiento de datos sea realizado por un funcionario o funcionaria del área de la salud, sujeto al secreto profesional o propio de su función, o por otra persona sujeta, asimismo, a una obligación equivalente de secreto. 

2.- Datos personales de acceso restringido

Datos personales de acceso restringido son los que, aun formando parte de registros de acceso al público, no son de acceso irrestricto por ser de interés solo para su titular o para la Administración Pública. Su tratamiento será permitido únicamente para fines públicos o si se cuenta con el consentimiento expreso del titular. 

3.- Datos personales de acceso irrestricto

Datos personales de acceso irrestricto son los contenidos en bases de datos públicas de acceso general, según lo dispongan las leyes especiales y de conformidad con la finalidad para la cual estos datos fueron recabados. 

No se considerarán contemplados en esta categoría: la dirección exacta de la residencia, excepto si su uso es producto de un mandato, citación o notificación administrativa o judicial, o bien, de una operación bancaria o financiera, la fotografía, los números de teléfonos privados y otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular. 

4.- Datos referentes al comportamiento crediticio

Los datos referentes al comportamiento crediticio se regirán por las normas que regulan el Sistema Financiero Nacional, de modo que permitan garantizar un grado de riesgo aceptable por parte de las entidades financieras, sin impedir el pleno ejercicio del derecho a la autodeterminación informativa ni exceder los límites de esta ley. 

C. Resoluciones judiciales de interés dictadas por la Sala Constitucional:

Derecho de acceso a la información pública
· Sentencia n.° 8518 de las 9:05 horas del 12 de junio de 2015:
V.- Sobre el derecho de acceso a la información pública. De acuerdo con el artículo 30 constitucional se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público; sin embargo, dicho acceso no es irrestricto y como todo derecho constitucional posee límites, pues quedan a salvo los secretos de Estado. En razón de lo anterior, se consigna que los administrados ostentan la potestad de acceder a toda aquella información de naturaleza pública; no obstante, si lo requerido versa sobre algún secreto de Estado (seguridad pública, defensa nacional y relaciones exteriores), tal información no es de interés público y el Estado velará por su resguardo. Mediante este derecho, se procura una función administrativa transparente, que permita a los sujetos acceder a la información de naturaleza pública que se encuentre en poder de los respectivos entes u órganos públicos. Sin embargo, cabe hacer una distinción respecto a la documentación administrativa y la información relativa a un procedimiento administrativo, toda vez que en el primero de los casos se brindará lo requerido al ser el petente un sujeto ad extra y, en el segundo postulado, se otorgará solo a las partes interesadas en el proceso como sujetos ad intra. De esta forma, el administrado podrá solicitar la información de naturaleza pública, de modo que la entidad pública deberá emitirla en el menor plazo posible, sin que medie dilación alguna, con el fin de resguardar el referido derecho constitucional.
Principio de transparencia y publicidad administrativas
· Sentencia n.° 12582 de las 9:05 horas del 1° de agosto de 2014:
I.- TRANSPARENCIA Y PUBLICIDAD ADMINISTRATIVAS. En el marco del Estado Social y Democrático de Derecho, todos y cada uno de los entes y órganos públicos que conforman la administración respectiva, deben estar sujetos a los principios constitucionales implícitos de la transparencia y la publicidad que deben ser la regla de toda la actuación o función administrativa. Las organizaciones colectivas del Derecho Público –entes públicos- están llamadas a ser verdaderas casas de cristal en cuyo interior puedan escrutar y fiscalizar, a plena luz del día, todos los administrados. Las administraciones públicas deben crear y propiciar canales permanentes y fluidos de comunicación o de intercambio de información con los administrados y los medios de comunicación colectiva en aras de incentivar una mayor participación directa y activa en la gestión pública y de actuar los principios de evaluación de resultados y rendición de cuentas actualmente incorporados a nuestro texto constitucional (artículo 11 de la Constitución Política). Bajo esta inteligencia, el secreto o la reserva administrativa son una excepción que se justifica, únicamente, bajo circunstancias calificadas cuando por su medio se tutelan valores y bienes constitucionalmente relevantes. Existen diversos mecanismos para alcanzar mayores niveles de transparencia administrativa en un ordenamiento jurídico determinado, tales como la motivación de los actos administrativos, las formas de su comunicación –publicación y notificación-, el trámite de información pública para la elaboración de los reglamentos y los planes reguladores, la participación en el procedimiento administrativo, los procedimientos de contratación administrativa, etc., sin embargo, una de las herramientas más preciosas para el logro de ese objetivo lo constituye el derecho de acceso a la información administrativa.
Interés público
· Sentencia n.° 880 del 1° de agosto de 1990:
(…) Toda la actividad del funcionario público es evidentemente de interés público -no sólo en buena lógica- sino por propia definición del artículo 113 de la Ley General de la Administración Pública, ya que el desempeño de sus funciones debe estar encaminado primordialmente a la satisfacción de aquél y en cuanto se separe de aquella finalidad -que le envuelve como tal- estaría faltando a lo que constituye la esencia de su función. Sería conveniente, tal vez, para algunos funcionarios que pasara inadvertida su actividad, para que ésta no pudiera ser calificada así por la colectividad, pero desde la aceptación del cargo ello no es posible pues sobre aquella conveniencia privan los valores de seguridad jurídica y de justicia, no sólo para la comunidad sino también para todos y cada uno de los individuos que la forman -que en todo caso deben ser considerados como representantes de aquélla, de la que el funcionario depende- y acto de justicia es el derecho a saber cómo se emplean y el destino que se da a los recursos que esa colectividad aporta y que hacen posible la retribución por sus servicios al "servidor público". Conlleva pues, lo expuesto, el derecho que tiene todo administrado de obtener información en cuanto se refiera a la actividad del funcionario en el desempeño de sus funciones, de sus emolumentos y de la forma en que se administran los fondos públicos en general y la obligación del servidor público de rendirlos a la comunidad -y a cualquier ciudadano como representante de aquélla- de quien el funcionario depende, con la única salvedad de que se trate de un secreto de Estado o de información suministrada a la administración por particulares, para gestiones determinadas, que conservarán siempre su confidencialidad siempre y cuando ésta esté constitucional o legalmente protegida. Procede así declarar con lugar el amparo y ordenar la entrega de la información solicitada dentro del plazo perentorio indicado en el artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional (La negrita no corresponde al original).

Derecho a la autodeterminación informativa

· Sentencia n.° 14775 de las 14:45 horas del 18 de setiembre de 2009:

V.- El derecho a la autodeterminación informativa. La ampliación del ámbito protector del derecho a la intimidad surge como una respuesta al ambiente global de fluidez informativa propio de la actualidad, ambiente que ha puesto en entredicho las fórmulas tradicionales de protección a los datos personales, para evolucionar de acuerdo a la utilización de nuevas herramientas que permitan garantizar el derecho fundamental de los ciudadanos a decidir quién, cuándo, dónde y bajo qué y cuáles circunstancias tiene contacto con sus datos. Es reconocido así el derecho fundamental de toda persona física o jurídica a conocer lo que conste sobre ella, sus bienes o derechos en cualquier registro o archivo, de toda naturaleza, incluso mecánica, electrónica o informatizada, sea pública o privada; así como el objetivo de que esa información se destine y sea empleada únicamente para dicho fin, el cual dependerá de la naturaleza del registro en cuestión. Da derecho también a que la información sea rectificada, actualizada, complementada o suprimida, cuando la misma sea incorrecta o inexacta, o esté siendo empleada para fin distinto del que legítimamente puede cumplir. Es la llamada protección a la autodeterminación informativa de las personas, la cual rebasa su simple ámbito de intimidad. Por ella, se concede al ciudadano el derecho a estar informado del procesamiento de los datos y de los fines que con él se pretende alcanzar, junto con el derecho de acceso, corrección o eliminación en caso de que se cause un perjuicio ilegítimo. El derecho de autodeterminación informativa tiene como base los siguientes principios: a) el de transparencia sobre el tipo, dimensión o fines del procesamiento de los datos guardados; b) el de correspondencia entre los fines y el uso del almacenamiento y empleo de la información; c) el de exactitud, veracidad, actualidad y plena identificación de los datos guardados; d) el de prohibición del procesamiento de datos relativos a la esfera íntima del ciudadano –raza, creencias religiosas, afinidad política, preferencias sexuales, entre otras- por parte de entidades no expresamente autorizadas para ello; y de todos modos, el uso que la información se haga debe acorde con lo que con ella se persigue; e) la destrucción de datos personales una vez que haya sido cumplido el fin para el que fueron recopilados. 
Bitácora de entradas y salidas
· Sentencia n.° 3729 de las 11:38 horas del 13 de marzo de 2015:
Los argumentos del recurrido no le dan fundamento a su negativa a entregar la información solicitada; sólo se trata de los datos que identifican a los que ingresan y egresan de la Casa Presidencial, se trata de datos que no se refieren a las actividades de las personas que visitan la Casa de Gobierno. No son datos sensibles o restringidos, ni tampoco es información que incida en temas de seguridad. Este Tribunal estima que la información solicitada por el recurrente no se encuentra protegida por los límites intrínsecos del derecho de acceso a la información pública (sean, la naturaleza de la información solicitadas no es de carácter público, o bien, que se trate de un secreto de Estado), tal y como argumenta la autoridad recurrida. En ese sentido, se ha indicado que la garantía contenida en el artículo 30 de la Constitución procura una función administrativa transparente, la cual permite a los sujetos acceder a la información de naturaleza pública en poder de los respectivos entes u órganos púbicos, según el análisis de fondo, la información solicitada –por el recurrente- se refiere a las bitácoras de los oficiales de seguridad de la Casa Presidencial, específicamente, a los registros anotados de la fecha 1° de diciembre de 2014 al 19 de enero de 2015, en ese sentido, tal y como se indicó, la naturaleza de esa información se refiere a documentación administrativa de naturaleza pública, por lo cual no se encuentra protegida por secreto de Estado, cuyo concepto ha sido interpretado por este Tribunal, en su sentido más amplio como: seguridad pública, defensa nacional y relaciones exteriores. De otra parte, tampoco nos encontramos, en este caso, con uno de los límites extrínsecos señalados por la Constitución, los cuales se refieren a lo preceptuado en los artículos 24 (derecho de intimidad) y 28 (derecho a la moral y el orden público) de la Constitución Política, los cuales impedirían el acceso al a información, únicamente bajo esos supuestos. Dado que tampoco existe una ley especial que proteja la información solicitada en el caso concreto, se considera que la negativa de la autoridad accionada, en suministrar la información al petente, constituye una violación a sus derechos fundamentales, específicamente, a las garantías de acceso a la información pública, contenidas en los artículos 27 y 30 constitucionales, las cuales se manifiestan como garantía de control de los ciudadanos.
Incapacidades

· Sentencia n.° 6963 de las 9:25 horas del 15 de mayo de 2015:

I.- En relación con los alegatos y pretensiones expuestas por la recurrente en el Resultando primero, se impone advertir que en primer plano según prueba aportada por la propia accionante, no se constata que el recurrido tuviera acceso a datos sensibles o catalogados como confidenciales por su persona, pues de los dos oficios en disputa se denota con claridad que en cuanto al tema de incapacidades, únicamente dicho accionado consultó datos generales sobre el período de las mismas y no sobre situación concreta de salud de la gestionante. 
· Sentencia n.° 1429 de las 11:45 horas del 31 de enero de 2014:

En la especie, el órgano requirió la epicrisis del amparado para verificar si su incapacidad le impedía participar en el procedimiento. Un documento como la epicrisis, por su naturaleza, contiene datos personales como el diagnóstico médico, el tratamiento, los medicamentos prescritos y demás, los cuales son objeto de protección según el ordinal citado de la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales. Al revisar la necesidad de la medida tomada, el órgano director debió verificar que, entre las medidas igualmente aptas para alcanzar tal objetivo, se eligiera aquella que afectara lo menos posible la esfera jurídica del amparado. Para los efectos de dicho procedimiento administrativo bastaba, por ejemplo, que el órgano director inquiriera si la condición del amparado le impedía movilizarse o participar en la comparecencia o que lo remitiera a valoración médica para efectuar dicha determinación, sin que fuese necesario solicitar la epicrisis, pues ella aportaba a los recurridos otros datos privados del amparado que, en realidad, no contribuían a esclarecer los puntos que interesaban al órgano director.

D. Criterio legal:
Una vez analizada la gestión presentada por el señor Mora Montero, así como la normativa y resoluciones judiciales traídas a colación en este informe, se estima que la misma debe ser acogida de manera parcial; toda vez que dentro de la información requerida existe alguna que de conformidad con la ley n.° 8968, Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, se cataloga como datos sensibles y en razón de su naturaleza no deben ser brindados a terceras personas. 

En esa línea de pensamiento, es importante señalar que el instrumento jurídico antes citado establece una clasificación de la información clara y precisa: datos sensibles, datos de acceso restringido, datos personales de acceso irrestricto y datos referentes al comportamiento crediticio. De conformidad con lo anterior, debe determinarse en cuál de ellas se encuentra lo solicitado por don Edwin para definir si ello puede serle o no remitido. Las vacaciones, los permisos con o sin goce de salario y las incapacidades registradas en las bases de datos que maneja la Dirección de Gestión Humana –en el caso específico del Poder Judicial- de todas las personas servidoras judiciales podría catalogarse como datos personales de acceso restringido por ser solamente de interés de la persona titular y la Administración. No obstante, la norma estipula dos excepciones a la regla: que el tratamiento que se le dé a la información sea para fines públicos, o bien, se cuente con el consentimiento expreso de la persona titular. 

Se considera que en el caso bajo análisis este último no resulta necesario pues se está ante la primera excepción. Obsérvese que lo que el señor Mora Montero busca con su nota es ejercer el derecho que tanto nuestro ordenamiento jurídico como la Sala Constitucional le han otorgado a las personas ciudadanas que es tener acceso a la información pública (véase la sentencia n.° 8518 de las 9:05 horas del 12 de junio de 2015).
Aunado a ello, nótese que dicha Cámara ha sido clara en señalar que la actividad de toda persona funcionaria pública resulta de interés público; término que resulta sumamente amplio y así debe ser interpretado para el correcto ejercicio del derecho antes mencionado. En ese sentido, la resolución n.° 880-90 expresó: 

(…) Toda la actividad del funcionario público es evidentemente de interés público -no sólo en buena lógica- sino por propia definición del artículo 113 de la Ley General de la Administración Pública, ya que el desempeño de sus funciones debe estar encaminado primordialmente a la satisfacción de aquél y en cuanto se separe de aquella finalidad -que le envuelve como tal- estaría faltando a lo que constituye la esencia de su función. Sería conveniente, tal vez, para algunos funcionarios que pasara inadvertida su actividad, para que ésta no pudiera ser calificada así por la colectividad, pero desde la aceptación del cargo ello no es posible pues sobre aquella conveniencia privan los valores de seguridad jurídica y de justicia, no sólo para la comunidad sino también para todos y cada uno de los individuos que la forman -que en todo caso deben ser considerados como representantes de aquélla, de la que el funcionario depende- y acto de justicia es el derecho a saber cómo se emplean y el destino que se da a los recursos que esa colectividad aporta y que hacen posible la retribución por sus servicios al "servidor público". Conlleva pues, lo expuesto, el derecho que tiene todo administrado de obtener información en cuanto se refiera a la actividad del funcionario en el desempeño de sus funciones, de sus emolumentos y de la forma en que se administran los fondos públicos en general y la obligación del servidor público de rendirlos a la comunidad -y a cualquier ciudadano como representante de aquélla- de quien el funcionario depende, con la única salvedad de que se trate de un secreto de Estado o de información suministrada a la administración por particulares, para gestiones determinadas, que conservarán siempre su confidencialidad siempre y cuando ésta esté constitucional o legalmente protegida. Procede así declarar con lugar el amparo y ordenar la entrega de la información solicitada dentro del plazo perentorio indicado en el artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional (La negrita no corresponde al original).
En atención a lo apuntado por el Tribunal Constitucional, el ejercicio de la función pública puede ser controlada o supervisada por la ciudadanía en general; quien tiene todo el derecho de exigir cuentas tanto a la Administración como a las personas funcionarias públicas. Además, al no tratarse de información relacionada con secretos de Estado, seguridad pública, defensa nacional ni relaciones exteriores no se está en ninguno de los supuestos establecidos por dicho Tribunal en su jurisprudencia como confidenciales y no entregables a la ciudadanía. 

Así las cosas, puede aseverarse que conocer los períodos en que las personas servidoras judiciales enlistadas disfrutaron vacaciones, permisos con o sin goce de sueldo, o bien aquellos en los cuales registran incapacidades, es el derecho de acceso a la información pública del gestionante y un deber de la institución, de brindarle tales datos. 

No omite señalarse que si bien es cierto todas las personas contamos con el derecho a la autodeterminación informativa, a través del cual podemos controlar la información que sobre nosotros mismos consta en las diferentes bases de datos que se manejan tanto en el sector público como en el privado, así como su transferencia a terceras personas, esto último no aplica cuando se trata de información sobre personas servidoras públicas relacionada, indiscutiblemente, con su prestación del servicio. 

Como corolario de lo expuesto, se estima que no existe prohibición legal ni tampoco se requiere contar con el consentimiento expreso de las personas administradoras de justicia enlistadas para brindarle al gestionante los períodos en que estas disfrutaron vacaciones, permisos con o sin goce de sueldo y aquellos en los cuales registran incapacidades de enero 2014 a febrero 2015 (según lo expresó el gestionante en su nota). Lo anterior por lo expuesto líneas atrás y por cuanto señalar dichos lapsos no conlleva a brindar información sensible de las personas titulares ni va en detrimento de su intimidad ni moral. No se omite indicar que respecto a las incapacidades no puede brindarse el motivo o razón que generó la misma, pues eso sería contrario a derecho, según lo expuesto en este informe (al respecto se pueden revisar las resoluciones n.° 6963-2015 y 1429-2014, ambas de la Sala Constitucional).

No corren la misma suerte el  expediente administrativo por estar este constituido con información diversa de su titular, dentro de la cual pueden constar datos sensibles –mismos que debe resguardar el Poder Judicial como responsable de la base de datos- ni el expediente médico por privar información relacionada con la salud de la persona –misma que se cataloga como dato sensible, según el artículo 9 de la ley n.° 8968-. 

Finalmente, la bitácora de entradas y salidas de los vehículos que ingresan al edificio judicial donde se ubican el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, específicamente de enero a noviembre 2014, también puede ser de acceso del gestionante; de conformidad con lo apuntado por la Sala Constitucional en el fallo n.° 3729-2015 antes trascrito.

De esta manera se deja rendido el informe. 

Atentamente, 

Licda Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica a.i.

Criterio: 342-15
Ref: 883-15
Teléfonos: 2211-98-30 y 2211-98-31  Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr    Fax: 2256-56-68
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